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EXP N.° 02566-2014-PA/TC AREQUIPA LUIGI CALZOLAIO  |  Pleno. 

Sentencia 299/2020   

Sentencia del 7 de agosto de 2020.  

La salud puede ser entendida como el funcionamiento armónico del organismo, 

tanto en el aspecto físico como psicológico. Constituye una condición 

indispensable para el desarrollo y un medio fundamental para alcanzar el 

bienestar individual colectivo. La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha 

precisado, por su parte, que, que dicho concepto no se limita solo a la ausencia 

de enfermedad, sino que alude a un estado de completo bienestar físico, 

mental y social.   

En lo que concierne al derecho a la salud, este comprende una serie de 

posiciones iusfundamentales, los cuales pueden ir desde el derecho a los 

servicios de salud hasta el derecho a que los determinantes sociales no 

impidan el goce de una buena salud (cfr. STC Exp. n.° 0033-2010-PI, f. j. 34).  

En relación con el derecho a los servicios de salud, que tal vez es el ámbito 

más distintivo de este derecho, el Tribunal Constitucional ha señalado que 

estos servicios deben ser brindados de modo integral, es decir, "(...) con 

prestaciones que supongan la promoción, prevención, recuperación y 

rehabilitación de la salud, en condiciones adecuadas de calidad, oportunidad, 

aceptabilidad y accesibilidad física y económica, en tanto elementos esenciales 

de la atención sanitaria" (STC Exp. n.° 0033-2010-PI, f. j. 34.c). En este 

sentido, entonces, el contenido constitucionalmente protegido del derecho a la 

salud comprende el derecho a recibir un servicio de salud otorgado de acuerdo 

a las características a las cuales se acaba de hacer referencia.  

Por otra parte, este Tribunal ha tenido ocasión de referirse a la autonomía del 

derecho a la salud con respecto de los derechos a la vida y a la integridad 

física y psíquica (STC Exp. n.° 5842-2006-PHC). Al respecto, ha afirmado que 

"quizás donde el Tribunal Constitucional ha de optimizar su posición es 

respecto a la autonomía del derecho fundamental a la salud. Es cierto que 

suele estar íntimamente relacionado con otros derechos o bienes jurídicos 

constitucionales, pero no puede negarse que su contenido es especial, único, 

exclusivo y excluyente, tal como se ha podido notar en el fundamento 

precedente. De hecho, el derecho a la salud tiene sustento en el principio de 

dignidad del ser humano [posición asumida en la STC Exp. n.° 3593-2005-PA], 

está íntimamente conectado con el derecho a la vida, sobre todo con la vida 

digna [fundamento 28 de la STC Exp. n.° 2945-2003-AA; además, fundamento 

27 de la STC Exp. n.° 2016- 2004-AA y fundamento 43 de la STC Exp. n.° 

3330-2004-AA], tiene una vinculación irresoluble con el derecho a la integridad 

[fundamento 10 de la STC Exp. n.° 05954-2007-PHC], y cuenta con un 

estrecho enlazamiento con el medio ambiente [fundamento 2 de la STC Exp. 
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n.° 2064-2004-AA, sobre todo en lo relativo a la higiene ambiental]; pero igual 

debe permitirse su tutela independiente" (f. j. 48). 

De lo anterior se desprende que el derecho a la salud tiene una entidad y valor 

propios. En tal sentido, ni su carácter de derecho fundamental y ni su tutela 

dependen de su vinculación con otros derechos fundamentales (por ejemplo 

con los derechos de abstención o de libertad). Por el contrario, del hecho de 

que la vulneración o amenaza de violacion al derecho a la salud implica la 

violacion de otros derechos podría tenerse en cuenta para calificar la gravedad 

de lo vulnerado o amenazado, así como evaluar la importancia o también la 

urgencia que merece su tutela.  

Asimismo, como tiene señalado este Tribunal, la posibilidad de que el Estado 

establezca un sistema sanitario constitucionalmente adecuado —es decir, en 

condiciones de calidad, oportunidad, aceptabilidad y accesibilidad-- depende de 

un conjunto de decisiones de política institucional, las cuales deben definir, por 

ejemplo, cómo se puede ampliar la oferta de establecimientos médicos 

(disponibilidad), cómo se puede permitir que las personas de escasos recursos 

accedan a los servicios de salud (accesibilidad económica), cómo es posible 

impulsar y fortalecer la salud intercultural en nuestro país (aceptabilidad), y 

cómo garantizar que los servicios médicos se brinden en condiciones 

adecuadas de seguridad, oportunidad y profesionalismo (calidad) (cfr. STC 

Exp. n.° 3228-2012- PA, f. j. 30). 

Ahora bien, es difícil que todas las diversas exigencias derivadas del derecho a 

la salud pueden cumplirse inmediatamente y al mismo tiempo. Al respecto, 

tanto la limitada disponibilidad de recursos, como la gran cantidad de 

necesidades insatisfechas y crecientes exigencias vinculadas con el derecho a 

la salud hacen que en los hechos ese derecho sea susceptible de una 

concreción progresiva. Sin embargo, de lo anterior no se desprende que, de 

algún modo, quede legitimado el incumplimiento de este derecho o que pueda 

postergarse indefinidamente su materialización. Lo que significa más bien es 

que su realización requiere, cuando menos, de la adopción de medidas 

continuas y apropiadas —legislativas, económicas y técnicas— cuyo objeto sea 

alcanzar progresiva o aumentativamente la plena efectividad de todos los 

componentes de este derecho, tal como lo prescribe el artículo 2.1 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  

De otro lado, también es claro que la realización de este derecho requiere que 

se definan los medios apropiados para su realización, las prioridades entre los 

diferentes componentes de este derecho, así como la profundidad y el 

momento en que dichos componentes deben ser satisfechos. Estos elementos, 

en el marco de un Estado Constitucional, son definidos por órganos políticos o 

de gobierno, con competencia para decidir en este tipo de cuestiones, los 



 

La OPS pone gratuitamente a disposición del público la base de datos Migración y Salud: Marcos Políticos y Regulatorios en la Región de las Américas (“la Base 

de Datos”). Si bien la OPS se esfuerza por mantener la base de datos actualizada, la OPS no puede garantizar los resultados que se obtengan de su uso ni que la 

información ahí contenida sea fidedigna, correcta o precisa. La información que se obtiene en la Base de Datos no puede ser considerada como asesoría legal. La OPS 
no asume responsabilidad legal alguna por la exactitud, integridad o utilidad de la información proporcionada. La exención de responsabilidad se extiende a cualquier 

imprecisión, error, omisión o falla de funcionamiento, interrupción, virus informático o falla de comunicación. La OPS no será responsable de ningún daño, 

reclamación, coste o pérdida relacionadas o que puedan derivarse del uso, uso inapropiado o imposibilidad de uso de la Base de Datos. La presencia de cualquier 
recurso externo en la Base de Datos no implica respaldo o recomendación sobre otro similar por parte de la OPS. 

 

SALUD Y MIGRACIÓN 
Marcos Políticos y Regulatorios en la Región de las Américas 

 

3 

cuales además cuentan con la información técnica y económica necesaria para 

poder adoptar decisiones apropiadas. Frente a ello, cabe preguntarse entonces 

cuál es el rol que puede asumir la judicatura constitucional en la tutela del 

derecho fundamental a la salud, en un contexto en el que existen, o deberían 

existir, políticas públicas que son competencia de otros agentes.  

Al respecto, y como es obvio, a la judicatura constitucional no le corresponde 

suplir al legislador o a la autoridad de gobierno en la definición de las políticas 

públicas orientadas a la satisfacción de los elementos integrantes del derecho a 

la salud, ni en las decisiones que se adopten para hacer efectiva su realización. 

Ello, qué duda cabe, involucraría una indebida intromisión en las competencias 

(deliberativas y técnicas) constitucional o infraconstitucionalmente atribuidas a 

estos órganos.  

No obstante lo anterior, también es cierto que dejar la suerte del derecho a la 

salud únicamente en manos de quienes formulan y ejecutan las políticas 

públicas es también inadecuado desde un punto de vista constitucional. Siendo 

así, este Tribunal, en la misma línea de lo que señaló en casos anteriores debe 

plantearse los alcances y límites razonables de su intervención con ocasión de 

realizar el control constitucional de las políticas públicas, sobre la base de un 

esquema que respete el principio democrático y la separación de funciones.  

En el presente caso, el actor es asegurado de EsSalud, pues tiene un tipo de 

seguro obligatorio dependiente conforme al documento que obra a fojas 49 del 

cuaderno del Tribunal Constitucional.  

Asimismo, el recurrente presenta una tumoración basal o de tumoración axilar 

bilateral o fibriadenoma, conforme se demuestra con la documentación médica 

obrante a fojas 36, 50, 52, 53, 55, 56, 57, 59, 63 y 66 del cuaderno del Tribunal 

Constitucional. También presenta una fístula perianal, según la endoscopía que 

se le practicó, la cual se observa del documento de fojas 77 del cuaderno del 

Tribunal I I Constitucional, donde obra dicho diagnóstico. El recurrente requiere 

una operación de fístula, según se ve de la hoja de referencia, las solicitudes 

de interconsulta, y la solicitud de Sala de Operaciones presentada ante 

EsSalud; así como de la autorización para operar, la orden de hospitalización y 

el documento denominado evolución de enfermería corrientes de fojas 74, 75, 

77, 78, 80, 81 y 83 respectivamente del cuaderno del Tribunal Constitucional. 

Además, el demandante presenta páncreas atrófico y padece de enfermedad 

pulmonar obstructiva crónica, y de proctitis crónica inespecífica reagudizada, lo 

cual le produce hemorragia, hipertensión arterial, diabetes mellitus y trastorno 

glomerular, conforme se advierte a fojas 64, 69, 79 y 125 del cuaderno del 

Tribunal Constitucional. 

Sin embargo, no se advierte del informe ni de la documentación médica 

remitidos por EsSalud a este Tribunal, de fojas 44 y siguientes del cuaderno del 
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Tribunal Constitucional, que al actor se le haya intervenido quirúrgicamente o 

que se le haya practicado tratamientos médicos efectivos para curar dichas 

enfermedades; ni tampoco que se le haya programado el riesgo quirúrgico.  

EsSalud deberá realizar todos los tratamientos y diagnósticos necesarios al 

recurrente para que pueda ser intervenido quirúrgicamente con el propósito de 

combatir o curar las enfermedades que padece. Además, debe practicársele el 

tratamiento posoperatorio o, en su defecto, los tratamientos imprescindibles 

para el restablecimiento de su salud. Asimismo, se le debe proporcionar las 

medicinas que necesite atendiendo a lo prescrito por el médico especialista, 

todo lo cual coadyuvará que cesen o se atenúen las aflicciones sicológicas 

alegadas por el recurrente.  

En el presente caso, se verifica que existen problemas estructurales en el 

ámbito de a prestación de los servicios de salud por parte de EsSalud, lo cual 

termina incidiendo de manera directa, negativa y sin justificación razonable en 

el contenido constitucionalmente protegido del derecho a la salud. Estas 

limitaciones, valga precisar, que se ven corroboradas por anterior 

jurisprudencia de este Tribunal (STC Exp. n.° 03228-2012-AA, STC Exp. n.° 

03191-2012-AA, STC Exp. n.° 03962- 2010-AA). Con cargo a las precisiones 

que realizará la entidad pertinente (Superintendencia Nacional de 

Aseguramiento en Salud, Susalud) sobre el presente caso, este Tribunal 

encuentra que, conforme al test para el control constitucional de las políticas 

públicas (fundamento 39), existen déficits de ejecución, de consideración 

suficiente, de protección básica, de control o de evaluación de impacto en el 

ámbito de las políticas materializadas por EsSalud y su ejecución. 

Siendo así, de conformidad con las atribuciones que le han sido conferidas por 

la Ley N° 29.344, y en el marco de los deberes estatales establecidos 

constitucionalmente, es necesario disponer que Susalud supervise todas las 

prestaciones de salud que realiza Essalud, con el propósito de que sean 

vencidos todos lo obstáculos y barreras burocráticas que impidan o limiten una 

atención médica humana y oportuna, así como un trato digno de los pacientes 

y usuarios.  

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le 

confiere la Constitución Política del Perú ha resuelto: 

1. Declarar fundada en parte la demanda por haberse verificado la 

afectación del derecho fundamental del actor a la salud.  

2. En consecuencia, ordenara EsSalud cumplir con realizar todos los 

diagnósticos y tratamientos necesarios al recurrente para que pueda ser 

intervenido quirúrgicamente a efectos de combatir o curar las 

enfermedades que padece. Además, disponer que reciba el tratamiento 
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posoperatorio o, en su defecto, ser sometido a los tratamientos 

imprescindibles para el restablecimiento de su salud; asimismo, se le 

proporcionen las medicinas que pudiera requerir.  

3. Disponer que la Superintendencia Nacional de Aseguramiento en Salud 

(Susalud) supervise el tratamiento del recurrente y otros casos 

especialmente urgentes, como el presente, en los cuales se aprecie que 

se obstaculiza la operación y suministro de medicamentos de pacientes 

con enfermedades graves o terminales  

4. Disponer que Susalud supervise todas las prestaciones de salud que 

realiza EsSalud de acuerdo con las atribuciones que le han sido 

conferidas por la Ley N.° 29344, con el propósito de que sean vencidos 

todos los obstáculos y barreras burocráticas que impidan o limiten una 

atención médica humana y oportuna así como un trato digno. Esto, 

ciertamente, sin perjuicio de los mecanismos regulares de ejecución y 

supervisión del cumplimiento de sentencias constitucionales.  

5. Declarar infundada la demanda en lo demás que contiene. 


